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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VII 
 

JOSÉ G. RIVERA SANTIAGO 
Peticionario 

 
v. 
 

PHYSICIAN CORRECTIONAL; 
JOAN RODRÍGUEZ SOTO, 
DIRECTOR DE SERVICIOS 

CLÍNICOS 
Recurrido 

 
 
 

 
KLRX202100005 

Mandamus 
procedente del 
Departamento  
de Corrección y 
Rehabilitación 
 
 
Sobre:  
Mandamus  
 

Panel integrado por su presidenta la Juez Ortiz Flores, el Juez Ramos 
Torres y el Juez Ronda del Toro 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

Comparece ante nosotros el señor José G. Rivera Santiago (Sr. 

Rivera; recurrente), por derecho propio, mediante un escrito titulado 

Moción de mandamus [y] daños y perjuicio[s] grave, que fue radicado en 

la Secretaría del Tribunal de Apelaciones como un recurso extraordinario 

de mandamus. El recurrente nos solicita que se le sirva, en la institución 

correccional donde está confinado, un medicamento para una condición 

crónica.  

 Adelantamos que, por los fundamentos expuestos a continuación 

se desestima el recurso, sin ulterior trámite bajo lo dispuesto en la Regla 

7(B)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B 

R. 7(B)(5).1  

I 

Surge del expediente ante nuestra consideración que el Sr. Rivera 

se encuentra confinado en la Institución Ponce Principal Fase II del 

Departamento de Corrección de Puerto Rico, cumpliendo una sentencia 

de 99 años de reclusión. El 8 de enero de 2021, el recurrente presentó 

una Solicitud de Remedio Administrativo Número PP-24-212 ante la 

 
1 Esta regla nos permite “prescindir de términos no jurisdiccionales, escritos, 
notificaciones o procedimientos específicos en cualquier caso ante [nuestra] 
consideración, con el propósito de lograr su más justo y eficiente despacho.”  
2 Véase Anejo I del recurso.  
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División de Remedios Administrativos del DCR y reclamó que se le 

autorizara el medicamento Neurotin, por su condición crónica de diabetes.  

El 29 de enero de 2020, el DCR emitió su respuesta de la Solicitud 

de Remedio Administrativo, según surge de la copia del documento 

titulado suscrita por el Dr. Joan Manuel Rodriguez, unida al recurso,3 la 

cual expone lo siguiente 

Respondo a su solicitud de remedio administrativo 
indicándole que si usted no cumple con los diagnósticos 
aprobados por la Food and Drug Administration (FDA), no 
se le podrá prescribir el medicamento Neurontin. Le exhorto 
a que de tener alguna necesidad clínica favor de solicitar los 
servicios de medicina general y discuta todas sus 
inquietudes con el médico para la búsqueda de alternativas. 
 
El Sr. Rivera admite que no sometió el escrito de Reconsideración 

ante el Coordinador de la División de Remedios Administrativos, en 

cuanto a la Respuesta del área concernida/superintendente antes citada. 

Expone que optó por presentar un recurso de mandamus mediante el 

escrito titulado Moción de mandamus [y] daños y perjuicio[s] grave ante 

nuestra consideración.  

Veamos el derecho aplicable. 

II 

A. Mandamus 

El recurso de mandamus es un auto discrecional y altamente 

privilegiado mediante el cual se solicita que se ordene a una persona o 

personas naturales, lo que incluye a una agencia pública, el cumplimiento 

de un acto que esté dentro de sus atribuciones o deberes. Cód. Enj. Civ., 

Art. 649, 32 LPRA sec. 3421. La frase “altamente privilegiado” 

contenida en el Art. 649, supra, significa que la expedición del auto 

no se invoca como cuestión de derecho, sino que descansa en la 

sana discreción del foro judicial. AMPR v. Srio. de Educación, 

E.L.A., 178 DPR 253, 266 (2010). En cuanto a lo que constituye un deber 

ministerial, el Tribunal Supremo ha sostenido que el recurso no confiere 

una nueva autoridad, sino que “el acto que se intenta compeler mediante 

 
3 Véase Anejo II del recurso.  
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este recurso debe surgir de la ley como un deber ministerial, que no 

admita discreción en su ejercicio por parte del demandado.” Díaz Saldaña 

v. Gobernador, 168 DPR 359, 365 (2006), que cita a Noriega v. 

Hernández Colón, 135 DPR 406, 448 (1994). La existencia de tal deber 

puede ser expreso o inferirse del análisis de todos los elementos útiles a 

la función interpretativa, del examen de la letra de la ley y de la 

evaluación de todos los elementos de juicio disponibles para así descubrir 

el verdadero significado y propósito de la disposición legal. Hernández 

Agosto v. Romero Barceló, 112 DPR 407, 418 (1982). A contrario sensu, 

si la ejecución del acto que se describe depende de la discreción o juicio 

del funcionario, tal deber es considerado como no ministerial. AMPR v. 

Srio. Educación, E.L.A., supra, pág. 263.  

El auto de mandamus no podrá dictarse en los casos en que se 

encuentre un recurso adecuado y eficaz en el curso ordinario de la ley. 

Cód. Enj. Civ., Art. 651, 32 LPRA sec. 3423. Cónsono con lo anterior, la 

Regla 54 de Procedimiento Civil dispone que sólo procede expedir el auto 

de mandamus cuando “el derecho a exigir la inmediata ejecución de un 

acto sea evidente y aparezca que no se podrá dar ninguna excusa para 

no ejecutarlo […]”. 32 LPRA Ap. V, R. 54. La norma establecida por 

nuestro Tribunal Supremo dispone que, para mover la discreción de un 

tribunal hacia la expedición de un mandamus, no es suficiente que el 

promovido tenga el deber ministerial alegado, sino que el promovente 

también debe tener un derecho definido a lo reclamado. Espina v. 

Calderón, Juez, y Sucn. Espina, Int., 75 DPR 76, 84 (1953). El derecho 

del promovente y el deber del demandado deben surgir en forma clara y 

patente. Hernández Agosto v. Romero Barceló, supra.   

A manera de resumen, podemos señalar lo dispuesto por nuestro 

Tribunal Supremo en el normativo Dávila v. Superintendente de 

Elecciones, 82 DPR 264, 274-275 (1960), en donde se expresó que, para 

determinar si se expide o no un mandamus, se deben tomar en cuenta las 

siguientes consideraciones:  
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• El mandamus es el recurso apropiado cuando el 

peticionario no dispone de otro remedio legal adecuado 

para hacer valer su derecho y cuando se trate del 

incumplimiento de un deber ministerial que se alega ha 

sido impuesto por ley. 

• La solicitud de mandamus tiene que ir dirigida contra el 

funcionario principal encargado del cumplimiento del 

deber, se levantan cuestiones de interés y el problema 

planteado requiere una solución pronta y definitiva. 

• El peticionario establece que hizo un requerimiento previo 

al funcionario para que este realizase el acto cuyo 

cumplimiento se solicita. 

• El peticionario tiene un interés indiscutible en el derecho 

que se reclama, distinto al que pueda tener cualquier otro 

ciudadano. 

B. Solicitud de Remedios Administrativos ante el Departamento de 

Corrección 

El Reglamento para Atender las Solicitudes de Remedios 

Administrativos Radicadas por los Miembros de la Población Penal, 

Reglamento Núm. 8583, aprobado el 4 de mayo de 2015, dispone sobre 

el procedimiento para atender las solicitudes de remedios 

presentadas por las personas recluidas en las instituciones 

correccionales de Puerto Rico, las cuales se atenderán ante la 

División de Remedios Administrativos.  

En esencia, establece un procedimiento para la radicación de 

Solicitudes de Remedios Administrativos ante la División de Remedios 

Administrativos de la institución penal correspondiente para atender 

reclamos sobre actos o incidentes que afecten al miembro de la población 

correccional en su bienestar físico, mental, en su seguridad personal o en 

su plan institucional. Cuando la Solicitud de Remedio es presentada 

oportunamente, la misma es atendida por un Evaluador quien emite la 

Respuesta al Miembro de la Población Correccional, donde se incluye la 

advertencia sobre su derecho a solicitar revisión mediante escrito de 

Reconsideración ante el Coordinador de la División de Remedios 

Administrativos.  

El Coordinador, por su parte, también hace la evaluación 

correspondiente y emite una Respuesta de Reconsideración donde se 
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incluye la advertencia sobre el derecho del miembro de la población 

correccional de acudir en revisión ante el Tribunal de Apelaciones. Por 

tanto, es desde la Respuesta de Reconsideración que surge el derecho 

de recurrir ante el Tribunal de Apelaciones.  

C. Jurisdicción 

Es norma conocida que los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663, 674 

(2005). No podemos atribuirnos jurisdicción si no la tenemos, así como 

tampoco las partes en un litigio nos la pueden otorgar. Maldonado v. 

Junta Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007). La ausencia de jurisdicción 

es simplemente insubsanable. Id. Las cuestiones jurisdiccionales, por ser 

consideradas privilegiadas, deben ser resueltas con preferencia. Caratini 

v. Collazo Syst. Análisis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003). Por lo tanto, la 

norma es que cuando un tribunal determina que no tiene la autoridad para 

atender un recurso, solo puede así declararlo y desestimar el caso. Id.  

En lo pertinente, el inciso (B) de la Regla 83 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones dispone: 

Una parte podrá solicitar en cualquier momento la 
desestimación de un recurso por los motivos siguientes: 
 
(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción; 
(2) que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista justa 
causa para ello. 
(3) que no se ha presentado o proseguido con diligencia o 
de buena fe; 
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que no se 
ha presentado una controversia sustancial o que ha sido 
interpuesto para demorar los procedimientos; 
(5) que el recurso se ha convertido en académico.4 LPRA 
Ap. XXII-B, R. 83 (B). (Énfasis nuestro).  

 

Un recurso tardío, al igual que uno prematuro, “adolece del grave 

e insubsanable defecto de privar de jurisdicción al tribunal al cual se 

recurre” y, por tanto, debe ser desestimado. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008). Esto, por razón de que su 

presentación carece de eficacia y no produce efecto jurídico alguno, dado 

que no existe autoridad judicial para acogerlo. Cuando ello sucede, 



 
 

 
KLRX202100005                                            
 

 

6 

debemos aplicar lo dispuesto en el inciso (C) de la Regla 83 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-A, R. 83 (C), 

que lee como sigue: “[e]l Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 

podrá desestimar un recurso de apelación o denegar un auto 

discrecional por cualesquiera de los motivos consignados en el 

inciso (B) precedente”. (Énfasis nuestro.) A tales efectos, el inciso (B) de 

la citada Regla establece los siguientes motivos:   

1. que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción; 
   

2. que el recurso fue presentado fuera del término de 
cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que exista 
justa causa para ello; 

 
3. que no se ha presentado o proseguido con diligencia o 

de buena fe; 
 

4. que el recurso es frívolo y surge claramente que no se 
ha presentado una controversia sustancial o que ha sido 
interpuesto para demorar los procedimientos; 

 
5. que el recurso se ha convertido en académico.(Énfasis 

nuestro.) 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83 (B).   
 

III 

El recurso presentado por el Sr. Rivera no cumple con los 

requisitos mínimos establecidos en la Regla 83 (C) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra.  

El peticionario no cumplió con los requisitos de forma y contenido 

dispuestos en nuestro Reglamento, para presentar un recurso de 

mandamus antes reseñados. El expediente que tuvimos la oportunidad de 

evaluar no contiene la información mínima que nos permita ejercer 

nuestra función revisora. Recordemos que “el hecho de que las partes 

comparezcan por derecho propio, por sí solo, no justifica el 

incumplimiento de [e]stas con las reglas procesales”. Febles v. Romar, 

159 DPR 714, 722 (2003).  

Por consiguiente, ante la falta de autoridad para considerar el 

presente recurso, lo único que procede es su desestimación, sin entrar en 

los méritos.  
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el recurso por 

falta de jurisdicción bajo la Regla 83 (C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra. 

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


